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itBKTAMA K U eMNMlA Ofi MHITAOM 

Del CoMGREso pe la Unioíí 



COMISIONES UNIDAS 

2* DE PUflTOS CONSTITUCIONALES 

r %^ BB íxsmetA. 

Se*or: 

El Ejecutivo de la Unióii, por conducto de la Secretaría 
de Estado y del Despacho de Justicia, ha dirigido á, la G&m^ 
ra de Diputados, con fecha 10 de noviembre át 1905, la ini- 
ciativa que es obj^ito del presente dictamen. 

Expresa el Señor Secretario de Estado, que el Congreso 
<k la Unión autorizó al Ejecutivo por decreto de 17 de diciem- 
fere de 1902, para Imcer, en la parte publicada del Código de 
Procedimientos Federales, las reformas que considerara ne- 
•cesarias, debiendo el mismo Ejecutivo, dentro del término dé 
un año, dar cuenta al Congreso del uso que hubieire hecho de 
•esa autorizaci&?i. Que al formarse un proyecto de reformas, 
se notó que las disposiciones del Título Preliminar del Códi- 
go vigente, tenían que relacionarse con otfíts disposiciones del 
ramo penal no sólo en cuanto á jurisdicción de los tribunales 
federales, sino también en otros puntos, de manera que se ba 
hecho evidente la necesidad de abordar el trabajo sobre pro- 
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cedimiento penal, para formar un to(Jo completo en la mate- 
ria que se estudia, pues que el fijar y observar reglas en la par-^ 
te civil y la deficiencia de ellas, y la vaguedad, desuso é ina- 
decuada ^ jil(|c^;i6u de laé leyes antiguas ert la parte penal del 
procedimiento tfae confusión en la administraci6u.de justicia^ 
jy! de elldf puede darse prueba p6r la aplicación de4ás leyes an*-- 
tiguas de enjuiciamiento que previenen la confesión con car-^ 
gos, junto con la dis|)Osicióii iK^vís^ma que éncolínienda al Mi- 
nisterio Público el ejercicio de la acción penal. (Código de^ 
Procedimientos Federales vigente, art. 65 frac. IX). 

Dice, también, que se ha notado, que en un cuerpo de dis- 
posiciones legales, expuestas bajo la unidad del título de «Có- 
digo' de Procedimientos,» están incluidas (jispósicfones de di- 
versa índole y de carácter netameiíte orgánico, ya del Poder 
Judicial, ya del Atiuisterio.. P^blioo en el ramo Federal, de- 
biendo. estar, según su naturaleza, reunidas en grupos separa- 
dos y bajó el título á que en rigor pertenezcan. <^ue como la» 
autorización dada por el Congreso, fué para expedir reformas 
al Código de Procediiuientos, se tropezó con la difionUml in- 
superable (Je dudar si como cons6Cuen<?ia y aunque sea en. 
virtud de refoj^as al Código mencionado, podría el Ejecuti- 
vo expedir una I^y orgánica judicial y otra Ley orgánica del 
Ministerio Público. . - .* 

Que esto ha impedido que se expidan las leyes á que se 
refiere la autorización del Decreto de fecha 17 de diciembre- de 
1902 ó sean las reformas al Código publicado y en vigor de 
Procedimientos Federales. 

Por otra parte, agrega la íiota de la Secretaría de Justicia, 
se viene observando desde hace muchos años, un deseo, cre-^ 
ciente y legítimo, de que se reglamente el juicio de amparo, 
que sin dejar de responder á los elevados fines para que fué 
instituido, no siga siendo motivo de perjudiciales é irritan- 
tes demoras para que los asuntos judiciales lleguen á su tér- 
mino, lo cual es uno de los principales objetos para que han 
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sido instituidos los tribunales de todos los tiempos y países 
del mundo. 

Resolver bste problenaa, es según lo expi*ésa el distingui-^ 
do juriscorísulto que se encuentra al frente de la Secretaría 
de Justicia, tarea bien érdua, porque en esa solución están in- 
teresadas las garantías individuales, que son sin duda^ el don 
más caro de nuestras instituciones coiistitucionales y esté mo^ 
livó más ha impedido hacer uso de aquella autorización, den-' 
1^x> del término en ella fijado; pero se ha estudiado lo bastan*: 
ite para dejar siatisf 3cha la justa exigencia sobre esa reglamen"^ 
tación, sin menoscabar en manera' alguna la integridad de di- 
ohas garantías. ' 

Como consecuencia 4é todo 16 expuesto, se solicita de es- 
la Cámara que se autorice al Ejecutivo de la Unión, en los si- 
guientes términos: 

1? Para hacer en la parte publicada del Código de Pro- 
•cedimientos Federal^, las reformas y adiciones que considere 
necesarias, pudiendo dividir y.agrupar bajo los títulos que co- 
rrespondan, en leyes separadas, las disposiciones relativas 
Á la organización dé los Tribunales Federales y á las del Mi- 
nisterio Público de la Federación. ., 

2? Para>formar y exijedir el C'ódigo de Procedimientos 
Penales de la Federación. > 

. 39 El Ejecutivo dará cuenta en el término de un año del 
uso que hubiere hecho de las autorizaciones que se le conce- 
den. . 

Las Comisiones que dictaniinan, tienen el honor de infor- 
mar á la Cámara, que han consulado y estudiado los antece- 
dentes del caso, y al efecto han ocurrido también al señor Se- 
cretario de Justicia para obtener y someter á su consideración 
las explicaciones y datos que conduzcan al m^yor acierto. Es- 
te alto funcionario coadyuvando al propósito resuelto que siem- 
pre ha animado al Ejecutivo de la Unión, de mejorar y per- 
ieccicnar en cuanto sea posible todo lo que se refiera á la ad^' 
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mmísjkración ^ Justicii^. tiene \cm mi» legítimos ^e^tm y )Uer 
to 68 de^jirlo, tambiéi) en honor suyo, las declaracion«9 (|(ie 
fe h(K)^ .eii li^ nota que aeompaiia ¿ k iníciatíva^, ponen de 
i|ifMi#M^ lum ves más, el refipeéo que siempre h ha k^pira-* 
do la gieiW^^ilMnii e» cuya foemiición tomi^ pai*te: la ConatttvK 
éám é» la Bqp4blioa. 

D^eel año de 1872^ una OomÍHión iiombrada por el Go^ 
Memo y (armada por ks }uri8coB0uUe0> señores DubUÁii, Mén- 
dez ftiKeeo y linares, honra det Foaro, estuvo t]«Jba)iMdc».pfti" 
ra formar la ley die prooedimieBiee fedevadea Seslabteeidd» el 
oiden Gonstítucioiial despuéa ddi triunfo de la revoteción de^ 
Tuxtepec, el Gobierno estimó la necesidad urgeotte «b esif»^ 
dit una ley <»gteica de lo» TrifhnBaleB de Circnito y Juagado» 
de S^pstKito y formuló su inioia<(ita de 1877, que hq lk|f& á 0x*« 
pedir el Congreso de la Unión. 

Sin deeistír de su empeHio el l^eeutivoi, confió la termi- 
ttaoión del pveyecto á otre Coamíón f oirvaada por lo» iiola^ 
bles ymriscioiisuitos, señora»' Vatlwta^ Lecumo y VelsBeo^ á 
(fiíienee se asoeiaro^i los seíxeres Lies. Corona, Qe^lresa» y 
Alo&ntara. Ss^a Gomiaión trabajó desde )88& y deapuós d^ 
cuatro años presentó el trabajo que ha'bia fwraado» el enat se- 
neaneéió aA examen y estudia del señor YaUbetrlia en virtud de 
comiaión de la Secretaría de Justicia, y esle examen H»eéiv6> 
una reforma substancial (Plartie histórica de Jm Exp08i<.*iéii de • 
moÉKvosdel Gótibigo de ProeedwmientoB Federales). 

Pasó el tiempo, hasta que el Congreso autorizó al EjeeiK- 
tívov siempre insistei^ en su benéfico é ímiMctanÉe peopósi- 
to, poíT' el Decretoide 2 die junio die 1892^ pain expedir tofatk 
(> paoei^itole et Gódígoíd» ProcedimientoAFedemlesy d^nuito 
cueujlni al Geagreso del usa q^e hioieve* de este. atUi;oriaaAÍÓRv 
(IH^é^Oficialn^m. 138, fle.»4e jiixúade 1^^^ 
. i finton^Qea oiMk niu#y^ Ceikw pKes»iída 91» el Sáocsite- 
i4a»(jlef J¡iUi^i% ^ jye¿ B. Jiom^jam Bain^da,.^ bitegml* cm 
eU P):i»0i|^cedmdj» liae I)i¡aei6]» }h r2^^.Ji|l^4^ ^^iH^eji|ami(N><;^ 4» 
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IjegiáláeiAíl dé ki Selibrétüríá líe Háéienéá, Héñót lie. LuÍÉrLtt-' 

mo, tunto enf U j/Hñ^Mtíb cothó ék Ib éecttdtttíéo jMírtí tt<^kM 
á loé itíterMlH; del Ífis(k^^ pi^ócedfé ftl esttlcík) ite^sarfó t>a(ra la 
éitpédteiéh dél fliéiiekiiiáé[> 06dige. 

C^ftúó ceh^eKHifoeiá de loé IrAbajOB de eéte CóttíiéMmi, se 
ejí|)Mi6el miüt^ ph!ükiiMT del C6digo de ProeédiifeiientoB 
Fledétiilés. Bfié Tutelo contiene k organizácSén de teéi THfetx.' 
ntdes Federales y del Ministerio Público, haf» ki f«v»ia qué 
k!s^dM«n k^és ántiMoil!is y estAbiec^lái^ útt itíkM t M y com. 
f^Umídiia de éllos^ habiiéndose itiÉertafdo ftlgtinos dé los textor 
dé lá Cítítístíttkíióíl t'édértil y ótíos de íélíititás á^ileidneS 
vigentes. 

Bé áquf oportnnd decir, que entonce» la ComÍHi6n ha de- 
clarado qtle ctmskieró éitíeil preceptuar rf Jwídsediitftento ju- 
rídleo eñ asuntos federales y precisar las f uricíones de Iúá 
Tribunales de la Nación, si antes no se organizaban éítos; de 
manera que ptidieran correépetodereficaímeriteá las necesida- 
des def k époert y é los principios qwe se adoptaron; y seria 
iítípracticable un Código y k justiek federal quedaría impo- 
tefifte en sü funcionamiento, síks ferinas y tramitaciones de 
los jtiieios nó tuvietert reteeión cotí los Magistrados y jueces 
que debían conocer de ellos y sin deslindar sii competencia/ 
y sus atribuciones. 

Se tuvo en cuenta, dice la Comisión, tjue el artículo 9(6 
de la Constitución, prometió la ley que organizaría íos tribu- 
nales de Circuito y de Distrito y que según eí artículo 100 
de la misma Constitución, tenía que expedirse la ley que gra- 
duara ks atribuciones fíe dii;hos tribunales y tales promesas 
no estanban cumplidas a6n. 

Refiere el inteK^etite órgano de k Comisión 'en ía l&cpo.' 
iiíeié» dé Motitos dd Gédigoy que pam salvar en kr posible 
tal imMtiivenieiiée y pars no prdientar «» Código tmnéo, ' de- 
ficiente y que claudicara por falta de bases, se resolvió* deja* 
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^n p^ las. leyes ,TÍgen1;e8, oiilenándolaB ^codificando!^ sinr 
alterar su eseneiay d^ esta suerte; qu^dó organizada» la justi- 
cia. íejieral. (E3q?osicí&i: de Motivos,, página 13). 

Con respecto al establecimient^j del Ministerio. Público, 
se img6 que no importaba, novación substancial, por signifi-, 
• car sólo, el dar al Cuerpo de Promotpres vigilado y dirigido 
por ^Fiscal de la Suprema Corte de Justicia y por el Procu- 
rador G^ieral, su verdadero* carácter, y su jMropia denomi- 
ci6n. . ' 

Dei^ués de la promulgación del Título Preliminar, el 
Ejecutivo por conducto de la Secretaría de Justicia inició la 
reforma de k planta de los Tribunales y Juzgados, obtenien-. 
do del Congreso el decreto de 6 de mayo de 1896, por el que 
se reformaron los artículos 24, 33 :y 34 de dicho título, re? 
duciendo á tres los Circuitos y á treíntaidós los Juzgados y. 
cambiando la situación de unosy otros en los términos, más 
convenientes. • 

En la misma fecha 14 de Noviembre de 1895, en que sor 
^expidió el Título Preliminar,. el Ejecutivo expidió otro Decre- 
to con apoyo de la^utorización que le concedió la ley 4© 2, de 
junio de 1892, relativa á la suhstanciaciója 4^1 recui»o de .ca* 
pación y ala supresión de loS'Tecursos. de súplica, nulidad y 
•denegada nulidad. 

Posteriormente y con fecha 15 de septiembre de 1896, el 
Ejecutivo expidió, usando de la autorización qué se le otorgó 
por la ley de 2 de junio de 1892, el Título primero del Libro 
primero del Pj-ocedimiento en el Ramo Civil, comprendiendo 
*é88 artículos, en 47 capítulos. . (Véase el Diario Oficial de 15 
de septiembre á 19 de octubre de 1896, números 66 á 95). 
'" En 6 de octulire de 1897, el Ejecutivo haciendo otra vez' 
uso.de la misma autorización, expidió los títulos Segundo y 
Ti&5í^ro.del Procedimiento con 188 artículos y 10 Capítulos. 
Bn esta.p^rte se comprendió todo lo relativo al juicio de am-' 
paro , «orno serexpliéará' después-' ¡(Véase Código de Procedi-í 
mientoa Federales). * ' • , 
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Procede mencionar aq^'í, que el Ejecutivo de la Union, 
teniendo <en cueicíta la ineompatibiKdád existente eiitre Jos 
elepientós qu^ constituían el artículo '91 de la Constitución 
y prócürai^do el perfeccionamiento del. sistema judicial en el 
MiniÉíteido Público, institución eminentemente liberal, cien- 
tífica y provechosa, propuso la reforma de dicho precepto, 
«ncomendaif do la custodia de los intereses de la Federación á 
una Magistratura especial, que bajo la dirección del Procura- 
dor General auxilie la administración de justicia; promueva 
la rejwesión de los ^litos federales, defienda los bienes de la 
Hacienda Pública y exija la observancia de laa leyes que de- 
terminan la competencia de los tribunales. ' ' 

La supresión de las entidades constitucionales Fiscal y 
Procurador General^ era entonces indispensable, y la ley al 
organizar el Ministerio Público tenía que determinar la órbi-^ 
ta de atribuciones de cada uno de sus miembros, sus requisi- 
tos, deberes y. responsabilidades, siendo necesaria una auto- 
rización ó por Jo menos una base constitucional que queda- 
ría claramente formulada en la reforma que con tal objeto se 
propuso. (Véase Diario Oficial de 16 de noviembre de 1896j 
tíúm. 11^- ' ''''■-■ ' ' ■ '^ '"-"'• 

Deben también hs Comisiones, hacer referencia á la re- 
forma del artículo 96 de-taOonstitúéíón, propuesta por et 
Ejecutivo en la misma iniciativa de 6 de noviembre de 1^96, 
y las cuales reformas constítueionales fueron aprobadas en 22 
de mayo de 1900, queda;tido esos artículos 91 y 96 concebidos 
en los siguientes términos: 

Art. 91. La Suprema Corte de Justicia se compondrá de 
quince Ministros y funcionará en Tribunal Pleno ó en Éala^ 
de la manera que establezca la ley. 

Art. 96. La ley establecerá y organizará á los Tribunales 
de Circuito, los Juzgados de Distrito y el Ministerio Público 
de la^ F|íderación. Los funcionarios del Ministerio Público y el 
Procurador General de la República que ha de presidirloj^erán 
nombrados por el Ejecutivo. 
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dueto de la Secretniia d« Juflttdii^ dirigió el l^ntrn lA Goa- 
grescv ^w^i^h^ Í9 ^ e^pü^ítím^ á^l9&^ El i^uMíFe im- 
nifedfé ^tíéüMc^ que k rcforaub de los ariíe^kloA 91 y 96 é»\ñ 
GQQj^itueiÓD, hacía necesario expedií d08 leye§: la (jple dcftei*-' 
mine cómo ha de funcienaF la Sui>r»aMH Coile de JuAtieia en 
"Eribunal Pleno ó en Salas y la ley de orgamaflcién áel Minis* 
terio PttbUco federal, presidido por el Preeurador 6éBetftl de 
la Bep4hlicay leyes que eneaja» peilectameikle en el Gédigo de 
Prooedkfiáenéos :F^levMi98 que dosde su eocpedicfióii se a^^Hto 
al te^to. coKstitUoional vigei^ entonees^ y qae modificado ese: 
texto^ era consecuencia lógiea modiácmr aqíseleiierpo dieteps- 
lacf6&> sin desmembmrlo y sin dividir lo ^ue p^ coiiauáídad 
de origen y materia debe ccmstituir un todo compacto y bo<- 
mog^neó. 

Pocas f ueroufc las varíantes en cum>to al modo de kuEKáonr 
d<» lia Suprema Corte; k elección de Presidente y Vieepresi^ 
dentes, la formación de las Salas poi ekoei^ entre los ^tánee 
Ministros de^ la Corte, por tener todos i^id categoría y fotmar 
el acuerdo pleno; 

En cuanto al Ministerio PúMico Federal se consoltarcm 
las disposiciones convenientes, dei^larandose q|ue por la natu- 
raleáis lexci^petonal del JuÍíQÍo de ampalo, ^e bo eneut^lítra pa- . 
r^ido eii nÉsfgnim legislaeióÉ del múádo y ne siendo la retisiéit, 
dé las sentíüicia» de amparicF una kistaneia^ li# iMy «leiscsndÉd 
tatto^ de oi^ ai Ministerio P6b«co, á excepcfí&fe ^ lééf easoÉ 
en que el Ejecutivo lo crea convenieifte'6 iA^{)eft^Mteé)!í iáñ^ 
ta de teír coímdefaciones de hecho y de déíécho quecoiftcttftan, 
especkímente si el amparó se futida; en las fracciones II y lí I 
de artículo 101 constitucioíial, 

Esta iBÍciáíiva, fué aceptada por el Congreso y así se xe-. 
formó entonces el Título Preliminar, del C^igo de PwíHcedi- 
iK^ütps Federales/ qw yipoáiteneí' el<mrácterdteleyoi;gánic»: 
de íofs artículos 91 y 96 de la Constítuci^ FedemL Ea» l«^y 
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€5¿ la ck fecha 3 de octubre de 1900/ (Véaw el Djam O^ial 
()e 6t 4e ectulw de 1900i »úm, 34-) 

£1 Mrtícidok 3t de las Dispomskmet €oiii|d€Bi^ 
ta ley de 3 d» oetokte de 1SM90^ «iil«ris6 al E^ecutíi{«, atn'edH^ 
fiflliti>{e Hérmitt^^ilgiinQs P<^ haeéF en* la parir puMkt^iílk del 
C6dlgo ^ nreed^dimienfes Federales, la» éemím rt^ímmi\f9 ^ftüf 
cmislderase necesarias, dando cuenta al OongiMo diel mo ^vié 
hicieiíe déla atitoriíación qtre se le concedió. 

Í5 Éjecutívo estimó conveniente pedir después, nueva au- 
torización al Congreso y por ley de l7 de diciembre de 1902;. 
se le facultó para bacer en la parte publicada det Có^o de- 
Procedimientos Federales las reformas que considerasie iiece^ 
sarias, y se señalo el término de un año, para que dentro de- 
ét diese cuenta al Congieso del use que hiciere de eaa aotorir 
sacióiL (Véa^e el Diario Oficial de 30 de diciembre 4e Í90^^ 
n4mero51.> 

A esfa ley es i la que haee nelemMiía k aetoai iií9ciia&^ 
del Ministerio de Justicia, y no está por demás decir,, qme jm 
€i Vi$&^y4>> lialKa aaiMieiado e» su itiieiativa de 18 de sep^^ 
tSMofav» de 1960^ 1* conñreirf^neia y ne^evtdftd de otoa» ttodi^ 
deaetenea y i^kmmm eü el Gédiga^de ProcedimieiitM, aeéoee- 
jada» por la ex]^Meia. 

No eficuetttlraft Incon^reniente las ObmtskMfies para qife^^^ 
autórkíe una vez más af Ejecutivo p&f$^ reformar hr íey de en-* 
juicíamietíto, ya porque veiicíó el término que se lé concedió^' 
por ley de 27 de diciembre de 1902, y también porque es feíém-» 
pife ímpbrttóte y* acertado procurar todo ádfehtnto, adoptímd<> 
las conveniencias que aconsejen ía obseih^acíón y^ la expe- 
riencia* 

Por lo qtie se refiere á los procedimientos, federales ^n el 
ordeaf^mat,^ p]üdiera^ínari6^ueMa esta autocí^oret Ejecu- 
tivo pai^ exp^iT las disposickMkés legales 'reápeelivail^ en- tit-^ 
tu¿ éi^lHk^ley dé 2^dD ¿wMdei 1^92,^ tM;t«sto que' eltáW^^ 
jjpM e^peddir liotál ó fMMmlmeiUe el» <^Ííd%o.^ I^toi^dterieR^ 
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tos Federales, sin fijarle plazo para ello, y si el procedimiento' 
eu.el orden penal, forma parte de la ley de enjuiciamiento -6 
proc¿^imE¡ento8 federales, consecuencia sería que puede dic- 
tarsef y expedirse en; virtud de aquella autorización. 

. , En apoyo de estoíf conceptos podría ale^gsarsé, qUe según 
-qo^^ta en la Exposición de Motivos del Código de Procedimien- . 
itps Federales^ qued6 resuelto al formar el plan general de la 
obra, que el Título Preliminar fijara la organización, compe- 
tencia y atribuciones de los tribunales; que ^| Libro primero, 
trataría de los Procedimientos y el Libro segundo Be ocuparía 
•de los .procedimientos del orden penal, y dice la misma Ex- 
posición, que no se ha terminado aún el Libro segundo. 

Empero el Ejecutivo, sin . duda, para mayor firmeza en 
«u proceder, ha solicitado ahora autorización para formar y 
expedir el Código de Procedimientos Penales de la Federación. 
Con esto se evitará toda objeción que quisiera formularse en 
vista de los diversos Decretos de autorización posteriores al de 
1892 y por razón dé protriuígación y expeilíción de una parte 
KÍel Código. 

T^ importancia de la expedición derOódigo de Procedi- 
nfflentos Fenalés,' es indi«c\ítible. IfeparddaB como lo están en 
lAB^'Ws^nm^ffmm3kfaim^]m de leyes,' iasMüsposteióne^ 

aiílicables en materia penal federal, es muy difícil conocerlas 
tikla^^ Es mateiá<Kide'.ilÍ8cu$iónila vigencia de algunas de ellas 
y. hay una deficiencia notoria que impone la necesidad de ex-^ . 
j)edir el Código de Procedimientos Penales á la mayoi bre- 
vedad. . 

La ley de 23 de noviembre de 1855 al restablecer los tribu- . 
líales de Circuito y Juzgados de Distrito, determinó las leyes 
á que debían sujetarse en los negocios de su competencia. Hi- 
2,0 referencia, á Ja Constitución de 1824 y á las leyes posterio- 
are^asta 1852. Las de 23 de mayo de 1837, de febrero de 1826, 
de mayo de 1834; 'de eftei^o de l8é3, de diciembre de 1856, de 
«ñeret^de 1857 y otrafe más, ^ especialmente ías T^eyesde Par- 
tida y de la Novísimía, fórumn un conjunto que sólo trae gra- 
ve» dificultades en la práctica y hay que terminar con días 
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poi^ media del Cédigfo de Procedimientos Benalee. Lo. exige? 
así leí adelanto de la Nabióñ^ y por fortuna debemos esperarr 
que muy prMto- quedará «sp^dido ese G6di|^, dadóellaadá-t 
ble' empeño y el celo con que el Ejecutivo y »\\ fieorétarió det 
Justicia proceden CDitan importante materia. « . . ^ ^ 

Ekí virtud de lo éiptieiáto^ las Comisiones no.tiénén in-» 
conveiiiente algun<)Hen consultar, que se ^.utórice al ^j^utivo 
pam formar y expedir el £l6digo de Procedimientos Penales^ 
de la Federación. > » - * . / , 

Pasan ahora las Comisiónela ocuparse de otro pjupto qu(í¡ 
afecta gravísima in^portancia. i > i \i - , i 

Además dé la manifestaciiii- conteitida ek Ik nota ídeHá» 
Secretaría de Justicia, ráspecta al deseo que se viene obser*» 
vando de que se reamente el jbipio de amparo, de modo que 
sia dejar de responder á los elevados fines para que fué inati- 
tuído, no siga siendo un motivo de perjudiciales demoras pa-i 
ra que los aisuntos judiciales lleguen á su término, el Señor 
Presidente de la República en su informe al Congreso, al abrir* 
el actual período de sesiones manifestó que son notprii\» las 
constantes demoras y otros inconvenientes que surjen en^, 
actual substanciación de los juicios de amparo, y que no obs-; 
tante el empeño y actividad que la Suprema Corte de Justicia, 
ha^xiesplegado en el despacho de estos juicios, le ha qu^dado-^ 
al finalizar el año de 1905 un rezago^ de más de 4,500 casoí^^ 
sin resolver, lo cual reclama imperiosamente medidas que mo- 
difiquen el sistema observado para la revisión de tales juicios^^ 
que simplifiquen el procedimiento hasta ahora empleado^ sin 
atacar en lo más mínimo los preceptos constitucionales qu^. 
aseguran en la República los sagrados derechos del hombre. 

Con tal motivo, el Ejecutivo hizo referencia á la autori- 
zación que tiene pedida al Congreso, recomendando que se 
prestase la atención que merece este interesante asunto. 

Tan atendible recomendación, ha sido obsequiada por lá^ 
Comisionéis, proíeurahdo estudiar con la prudencia que el asun- 
to demanda, materia tan importante á fin de presentar á la 
mayor brevedad esté dictamen. Así ae explica también, que 
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wmAmtio^^^tgm watm ÉxiétiMá^ raamlo m tmttude te bA* 
«6 7 objeto de ]m imMxuAoúm §(j(dMlt&^ m 4tí»^ 

«bed'éii honbf». (Aittoali» 1? ^Sa OonstítiiieMa Federal). 
' Lá <So&8títitd6ii BflpiAoU de 1813 iMie0l«bleei6 medio 
tkál y eicpedito pan héctít efectiva y i^áeliea la {NKtteeelótt 
<)tie debe dispensarse á todo :ho9itoe cuyos 4^echo8nat»ra^ 
leti iSean^cftudoe^ Aoeptó como pltooi^os algittiás 4e kw ga-» 
rantías que la Constitución consagm, peto fué bÍH9taiiie dea* 
4Heñté'dada ia lépoda y la ialta de conodmkDlo de 'pduáticas 
•ocmstítuoionalee en iodo lo que oonatíiuye 4A Deneobo PúMfeo* 
' Áútomadbs piaUioistas, señalan como origen delampaio 
la segunda de l^ui leyes eoiMtitocíon«Ies, pMdicadas en el afto 
4e 1886 y así es en electa Los prineipios consignadoe en esa 
leyacm los mssinoe en que ee funda nuestra teoría dd juicio 
iJe amparo. 

Vino después la acta de reformas de 18 d^ Mayo de 1847^, 
«utableci^ido en su artículo 25 el derecho délos habitantes de 
ia República, de ser amparados en A ejei^icio y conservación 
<íé BUS garantías individuales, la competencia de los tribuna- 
les federales para otorgaries ese amparo, la procedencia del 
recurro en determinados casos y el precepto que ha venido á 
ser fundamental, de que la sentencia debe ser tal, que »e li- 
mite »^ impartir la protección solicitada en el^caso especial so- 
bre que verse el proceso, sin que puedan hacerse dediuracio-r 
nea generales respecto de la ley 6 acto que lo motivare. Esta 
4lÍ8poí?ici6n quedó inerte por ffJta de ley reglamentaria que 
le diese vida, y aplicación práctica. 

Posteriormente el Ministro de Justicia del Gobierno del 
Oetieral Arista, presentó á las Cámaras su iniciativa de fe- 
brero de 1852, notable por más de un título en bien de las li- 
bertades públicas y de las garantías individuales. Sin embar- 
go esta inicktíva no llegó ni á tomarse en consideración. 

Formado después el proyecto de lá Constitución de 1857 



Digitized by 



Google 



H^ 



y en la fíáite f«ifttíva^ 9ü fttpolá^9Í&R^ ^m^M^tw eñi^ite^i^m 
((^ósasifnpoftinl^/dijMtnláAgi^ ^If^lMí^t 

puee, eh lo de adclátite, -jf siéMpre ^e m trat^ de leyes -é ac- 
tos inco^f^Hucionfdea, ya de la Federación víí de ios Estados 
aquellas miciativa^ ruidoé^^ aquéllas discusioue^y eiccl^ma^ 
clones vehementes, én'l¿ cuatíes se ultrajaba la soberanía fe- 
deral 6 la de los ]^tadpS) con mengua y deí*cvédito de ambas, 
y notable pei^uicio de las inktituciories, ni aquellas reclama- 
ciones públicas y oficíales que muchas Vece¿ fueron el preamy 
bulo de los proíiuncíamiéntos: ha*btó sí un juicio pacífico y 
tranquilo y un procedinjieritoconípriirias legales, que se oouV 
pe de pormenores, y que dando audiencia ¿i lo» interesados 

Í]^Kepare una sentencia que^si deja sii> efecto en aquel ca^o !a 
ey cié que se apela, no ultraje ni deprima al Poder Soberano 
de que ha nacido, sino que lo obligue por medios indirectos 
á revocarla por el ejercicio de su propia autoridad/' 

, De e^te proyecto y de la dísci^ión que se imo en e\ Cpi;i- 
greso Constituyente, resultaron los artículos ^01 y 102 de la 
actual Constitución. 

Una fígufa bastante exacta tomada del lenguaje do las 
ciencias físicas, dice Beryat Saint Prix, (Teoría del Desceba 
Constitucional Francés) opone las leyes orgánipaaá las lejjres* 
constitucionales. Una Constitución en general no contiieue si- 
no priucipios muy amplios, cuya redacción vaga algunas ve-, 
ees, da origen en la aplicación á ii^mensas dificultadesw jLa 
Constitución sería letra muerta si leyes secundarias no. le ¡im- 
primieran movimiento. Las leyes que procuran la esjecuií^ióa 
de la ley constitucional, dándole loe desenvolvimientos nece- 
sarios son leyes orgánicas. (Moreno Cora. — Tr9.tado del Jui- 
cio de Amparo.) 

La primera ley orgánica de los artículos 101 y 102, fué 
la que expidió el Congreso con fecha 30 de Noviembre de 1861 
y esta loy organizó el juicio de amparo dándole tres instancias, 
con apelación ante tos Tribunales de Circuito y súplica en 
ciertos casos ante la Suprema Corte de Justicia, en la Sala co- 
rrespondiente. No tuvo en cuenta esta ley la verdadera insti- 
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tucióñ del amparo, y además de estet^giave defecto tu-YQrqtxa^ 
defíeiencia&l Fiiaroii ada^^^dóe^s^s ]^r«íceptó&^«p^ d<^ <;ir6ulan 
res de la Secretaría de Jn^tíeiade 8 de Jupio y de 32 de Ágq^-r 
tpde 1868; .^ - r - ^ ;\» • ' v -^ ■>• ;. • ..- ., .,^ j 

Desde en^onc^,, sin eiwbargo^ se conocieron -dos ir^cony,^- 
:bi«nte8 que han sidosalyados por Jeye8;,poaterÍpre8;;primerQ,^ 
el de abrirse un juida de. .amparo cuandpla cuestión Jurídica 
está todavía discutiéndose ante los- tribiMiales; y segundoj.el 
de resolverse en «Iguioio de amparo jacerca de. los derechoa del 
que, en elienguaje técnico usado por las leyes , vigente^, r se 
llama tercer perjudicadéiwn oírsele. : (Ejecutoria de 6.y 19 di^ 
Ooti[|bre y de 26 de-Noviémbce de, 1868.) (Moreno Cora, obra;, 
^lada, página 26). ••' .*> ,í <vi .. 

. , /.La importancia de-}^ j^fij^tución, su frecuente aplicación 
eifi los tribunales, y los Mjt^blies estudios de los jurisconsultos, 
fueron tomados eñ consideración .por el Gobierno para iniciar 
á fines de 1868, la nueva ley orgánica que expidió el Congre-^ 
so con fecha 19 de Enero de 1869, siendo entonces Ministro 
dé Justicia el Sr. Lie. D'. Ignacio Mariscal. 

La importancia de esta nueva ley que rigió por nim de- 
doce años, durante los cuales se discutieron y decidieron gra- 
ves cuestiones de derecho, ha sido por todos conocida. Por> 
esta ley se dio entrada amplia y franca al juicio dfe amparo y 
sé estableció la revisión forzosa por la Suprema Corte dé Jus-r 
tícia en Tribunal Pleno, de manera qíie se desechó y con so- 
brada razón la apelación y súplica de que conocían los Tribu-r 
nales de Circuito y Salas de la Corte; causando ejecutbria la; 
sentencia del Juez de Distrito cuando né se interponía recur- 
so. Con estas reformas se procedió de modo más conforme á. 
la naturaleza jurídica del recurso, y se /comprendió más el 
carácter político de la institución del amparó, obteniéndose 
para las sentencias toda la respetabilidad que puede dar el 
más elevado entre los Tribunales de la Nación. 

Otras disposiciones importantes comprendió la ley, sien- 
do de notar laque estableció (art. 28); que el qíectode una. 
sentencia que concede el amparo se que las cosas se restitu- 
yan al estado que guardaban antes de violarse la Constitución. 
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En esa ley de 20 de Enero de 1869, se declaró en el art. 
89 que no era admisible el recurso de amparo en los negocios 
Judiciales, y esto suscito discusiones cuyo resultado fué una 
constante y uniforme jurisprudencia de la Corte dé Justicia, 
que consideró contrario ese art. 8? al 101 de la Constitución. 
Esta manda que sea oída en juicio toda queja por violación 
de garantías individuales que cometa cualquiera autoridad: 
aquel excluye los negocios judiciales y para nadie puede ser 
dudoso que cuando una ley cualquiera pugne con la Consti- 
tución, los Tribunales deben sujetarsa á ésta y desechar 
aquella. 

Otra razón se tuvo [X)r decisiva y en efecto poderosa. El 
art 101 de la Constitución tiene por objeto evidente favorecer 
y asegurar las garantías individuales. Luego ese art. 89 de la 
ley de amparo que contrarió al 101 de la Constitución, ataca 
esas mismas garran tías. Luego el art. 89 caía bajo la preven- 
ción del artículo constitucional. Lu^o el Poder Judicial de 
la Federación tuvo la facultad y el deber de conceder amparo 
contra el referido ai*t. 89 

Cuando un hombre pide amparo por violación de garan- 
tías, la Corte no puede sin faltar á su deber, dejar de oir á ese 
hombre, que ejerce un derecho garantizado por la Constitu- 
ción. 

Durante trece años, el uso del amparo se generalizó, ocu- 
rriendo á él todos los que se creían lastimados en sus derechos 
individuales. Con la constante y variada práctica de los Tri- 
bunales, se fijaron puntos dudosos, se dio una aplicación ca- 
da vez más liberal á los preceptos de la I^y y se perfeccionó 
la nueva institución cuya excelencia por todos es reconocida. 

En tal estado de cosas, el Ejecutivo sometió al Congreso 
un nuevo proyecto de ley orgánica de los arts. 101 y 102 de 
la Constitución, formado por el notable Vallarta, reformando 
la ley de 20 de Enero de 1869. En la nota que el Sr. Montes, 
Ministro de Justicia, envió al Senado el 4 de Octubre de 1881 
expuso los fundamentos de las reformas, comenzando por de- 
cir, que no se modificaba la ley de 1869 por impulso de in- 
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novación, que se le dejaba »ub&istente en lo general, consul- 
tándose sólo nueva» disposiciones, en materia de competencia 
de jueces, designación de las parte» en el juicio, recusaciones* 
y excusas, suspensión del acto reclamado, ejecución de sen- 
tencias, sobreseimientos y responsabilidad de funcionarios. 
Digna de todo elogio esa nota del Ministro Montes, en ella se 
reconoció que los publicistas tienen proclamado con las más 
sólidas razones, que la Constitución implícitamente previene 
que la Suprema Corte de Justiria es el Supremo intérprete 
Constitucional. 

El 2 de Diciembre de 1882, las Comisiones unidas de 
Justicia y Puntos Constitucionales, presididas por el actual 
Ministro de Justicia, presentaron su dictamen en esta Cáma- 
ra y obra que revela los profundos conocimientos de sus au- 
tores. 

Focos aí^untos dijeron, de mayor y más elevada impor- 
tancia pueden presentarse á esta Asamblea. Se hizo por las 
Comisiones un exa.nen amplio de las disposiciones hasta en- 
tonces dictadas en materia de amparo; señalaron los defectos 
conocidos, tuvieron á la vista un proyecto de ley formado por 
la Suprema Corte de Justicia, reconocieron las ventajas con- 
sultadas en el nuevo proyecto después de su estudio, y hecha 
de la análisis de todas las disposiciones consultadas en el 
proyecto, y juzgando que llenaban las exigencias de actuali- 
dad, sometieron á la consideración de la Cámara la aprobación 
de ese proyecto de ley en los mismos términos que lo había 
aceptado el Senado. 

Entonces se expidió la ley de 14 de Diciembre de 1882, 
ley de amparo, orgánica de los arts. 101 y 102 de la Constitu- 
ción y que se agrupó después al Código de Procedimientos 
Federales, habiéndose hecho un nuevo estudio por el inteli- 
gente abogado, especialista en Derecho Constitucional, Sr. Lie. 
D. Eduardo Novoa, actual Subsecretario de Justicia. 

Según la ley de 14 de Diciembre de 1882, art. 57, el am- 
paro se consideraba como un recurso extraordinario, y que 
tratándose de los negocios judiciales civiles parece que sólo 
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procedía contra resoluciones 6 sentencias que habían causado 
<3Jecutoria. Quedaba en pie la cuestión tan deliatida y que con 
tanta amplitud se puede discutir con relación á los textos de 
los artículos 14 y 101 de la Constitución, sin que la ley orgá- 
nica pudiera destruir preceptos constitucionales. 

Ya en el Código de Procedimientos, no se le llamó re* 
curso, ya es un juicio de gamntías de naturaleza especial cu- 
ya procedencia no depende de que el quejoso tenga otros me- 
dios á su disposición para impedir el agravio de que se queja 
con tal que no los haya puesto en ejercicio, sin que esto im- 
pida de una manera absoluta la concesión del amparo, (Art, 
779, frac. 9^) 

El sistema aceptado en el Código es más liberal, más 
amplio, puesto que se permite que se pida amparo contra to- 
do género de resoluciones dictadas por los jueces y tribuna- 
les, hasta contra un acto que ordene un simple trámite, y de 
aquí se siguen los graves inconvenientes á que hacen referen- 
cia la nota del Ministerio de Justicia y el Informe del señor 
Presidente de la República, 

Ya la Suprema Corte de Justicia en una Ejecutoria (4 de 
Junio de 1879) había dicho, que si la justicia federal tuviera 
que encargarse por la vía de amparo de todos y cada uno de 
los actos de los jueces civiles, en que alguno de los litigantes 
creyere ver la violación de una garantía, no sólo no podrían 
marchar los tribunales ordinarios, sino que sería físicamente 
imposible que la Corte Suprema, cumpliendo con la Constitu- 
ción, pudiera administrar justicia. 

El error de los litigantes que acuden á aquel recurso, cre- 
yendo que es el remedio universal de todo lo que califican de 
injusto y la mala fe con que se procede por muchos litigan- 
tes, constituyen abusos que no pueden atacar la institución 
misma, porque no son ni su consecuencia inevitable ni p3*ecisa, 
ni están engendrados por ella. 

En situación tan difícil, la Suprema Corte de Justicia ha 
demostrado una laboriosidad para el trabajo, una justifica- 
ción y una honorabilidad indiscutibles. La Suprema Corte ha 
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eorregido multitud de injusticias, habrá cometido errores, por- 
que es de la naturaleza de todo tribunal hnmano; pero si se 
Imee la comparación entre estos casos y aquellos, acusará 
siempre una mayoría inmensa á favor del más alto Tribunal 
de Justicia de la Nación, que sin duda es susceptible de error^ 
pero que sin duda taminén resalta á su favor la comparación 
con los Tribunales de los Estados. Esto está en la conciencia 
de todos los hombres que intervienen en los negocios judicia- 
les. (Moreno Cora. — El Juicio de amparo.) 

En la notable obra del Sr. Vallarta sobre El juicio de am- 
paro, puede verse que desde Enero de 1869 hasta Diciembre 
de 18^0, ó sea en doce años, la Suprema Corte despachó más 
de 12,000 casos de amparo, y cuando en el año de 1869 sólo 
se despachaban 123 al año, aparece que en 1880 se despacha- 
ron al año más de 2,000 amparos. 

En la notable obra del señcwr Lie. Silvestre Moreno se en- 
cuentra el dato de que ya en el año de 1901, la Suprema Cor- 
te tenía en giro en un trimestre de 1,600 á 1,900 casos de am- 
paro y se fallaban en ese período de tiempo de 700 á 900 ca- 
sos, es decir, 2,800 á 3,600 negocios en el año. ; 

En el año de 1905 los Juzgados de Distrito y la Suprema 
Corte han tramitado y fallado, en 3,771 casos de amparo. 

Tomando los datos oficiales de la misma Corte Suprema de 
Justicia, resulta que de 1? de junio de 1904 á 31 de mayo de 
1905, es decir en un año, la Corte resolvió: 

1418 negocios de carácter civil. 
738 '' '' '' penal. 
2001 '' '' " administrativo. 

4160 negocios en total. 
Estas resoluciones se refieren á 
543 incidentes sobre suspensión del acto reclamado 

yá 

3617 fallos en definitiva. 
4160 suma. 
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De los 543 casos de suspensión, se denegaron 366 y se 
concedieron solo 177. 

De los 3617 fallos en definitiva, se concedieron solo 556 am- 
paros; se negaron 1138 y todo lo demás fué confirmación de 
sobreseimientos en 1918 casos y 5 casos de sobreseimientos re- 
vocados. Todo esto suma los 4160 

Tal trabajo, señores Diputados, es un título de honor pa- 
ra la Suprema Corte de Justicia de la Nación y las Comisio- 
nes sienten positiva complacencia al expresarlo así en este 
dictamen. 

Pero sin embargo ha quedado un rezago de más de 4.500 
casos por despachar y como en un año, el pasado de 1905, se 
tramitaron y enviaron á |a Suprema Corte 3771 expedientes, 
resulta evidente, que el rezago proviene de años antes á 1904. 
Ese rezago corresponde á cuatro años anteriores, de manera 
que en este tiempo han ingresado á la Corte aproximadamen- 
te unos 8,500 casos para su estudio y resolución, lo cual equiva- 
le á un promedio de 2125 casos por año, que ya desde el año 
de 1880, según se ha dicho antes, se despachaba por la Corte. 

La Suprema Corte ha pronunciado más de 4000 resolu- 
ciones en un año, luego la consecuencia se impone con toda 
claridad, y es, que ese Alto Tribunal, puede despachar todos 
los negocios de amparo que ingresan en un año; y esto es más 
evidente si se atiende á que no todos los negocios que se fa- 
llan en ese término por los Jueces de Distrito y por la Corte, 
son negocios iniciados en el mismo año, sino que, muchos de 
ellos fueron promovidos y demorados en los anteriores. 

Si se fija la atención al estudiar este grave asunto, que 
fueron denegadas 366 suspensiones de acto reclamado, lo cual 
significa que no tuvieron fundamento ó razón de ser, se pue- 
de disminuir este quehacer á la Corte Suprema y á los Jueces, 
si la ley toma cuidado de establecer severas disposiciones que 
eviten un abuso, una argucia, una moratoria injustificada, pe- 
ro cuidando á la vez de los legítimos derechos para los casos 
en que sí deba concederse la suspensión. 

Otro tanto y en mayor escala puede decirse de los casos 
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ele sobreseimiento. Ta)s datos oficiales a^ntes mencionados, ha- 
cen ver que sólo en un año la Corte ha tenido que examinar 
1918 casos de sobreseimiento y rasol verlos. Esto le ha quitado 
y tiene que quitarle un tiempo precioso. 

Esos casos de sobreseimiento tienen lugar conforme á la 
ley, 

I. Cuando el actor se desiste de la demanda: 

II. Cuando muere durante el juicio si la garantía viola- 
da afecta solo a su persona y no trasciende a sus bienes. 

III. En los casos de improcedencia que ocurran durante 
el juicio y 

IV. Cuando la petición de amparo hecha por telégrafo 
no se ratifica por escrito dentro de quince días. 

Ix)s casos de improcedencia los marca el artículo 779 de 
la ley. 

Se comprende desde luego que si un juicio de amparo só- 
lo puede seguirse á petición de parte agraviada según el 
artículo 102 de la Constitución, y ese quejoso ó agraviado se 
desiste y no quiere seguir el juicio, no se debe ir á molestar á 
la Suprema Corte para que pierda el tiempo con revisar eso. 
Que el Ministerio Público y el Juez cuiden de proceder con- 
forme á la ley, que eviten toda violación de ella y se ahorra- 
rán tiempo aprovechable para el despacho. 

Lo mismo puede decirse en los demás casos, debiendo 
subsistir sólo la revisión, tratándose de sobreseimiento, para 
los casos de penas graves ó en que lo reclame el quejoso y en 
algunos y muy señalados casos de improcedencia. 

No está por demás decir aquí, para formar mejor conoci- 
miento, que de los 4160 casos antes mencionados, 

1581 casos fueron de amparo contra actos de autorida- 
des políticas, 
1008 casos contra actos de Jueces Menores y de lo Civil, 
570 casos contra actos de Jueces del Ramo Penal, 
540 casos contra actos de Tribunales Superiores de 

Justicia, 
200 casos contra actos de autoridades militares. 
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81 casos contra actos de Gobernadores, 

53 casos contra actos de Recaudadores de Rentas, 

48 casos contra actos de Ayuntamientos, 

42 casos contra actos de otras autoridades, 

13 casos contra actos de Jueces de Distrito, 

13 casos contra actos de Tribunales de Circuito, 

11 casos contra actos de Tribunales Militares; 

Conviene y mucho además mencionar, que el acto recla- 
mado en asuntos judiciales ó del orden civil ha sido en la si- 
guiente forma: 

Sentencias definitivas /. 524 

Sentencias interlocutorias 416 

Mandamientos de ejecución 241 

Otros ^ctos no especificados 237 

Aquí deben decir las Comisiones, que estos 1418 casos 
de suspensión con lo que se quita tanto tiempo á la Suprema 
Corte, quedarían reducidos á un mínimo número, acaso al 20 
por ciento cuando más, si no existiera el artículo 791 del Có- 
digo de Procedimientos en su segunda parte. 

Esta disposición es la piedra de toque para la argucia y 
la moratoria, porque el que quiera obtener que se suspenda 
una determinación judicial de cualquier carácter que sea, só- 
lo necesita ocurrir á un juez pidiendo la suspensión del acto 
reclamado. Ya espera que se la nieguen, pero le basta enton- 
ces decir que no está conforme, interpone el recurso de revi- 
sión y el juez tiene que comunicarlo á la autoridad para que 
deje las cosas en el estado en que estaban. Así logra cualquie- 
ra litigante de mala fe una suspensión que puede durar el 
mayor tiempo, hasta que la Corte pueda revocar ese caso. Allí 
se le niega otra vez y entonces el litigante ya no sigue el jui- 
cio de amparo pues que sólo buscaba la suspensión ó mora- 
toria que de hecho ha logrado. 

En vista de lo' expuesto, juzgan las Comisiones que el 
mejorar la ley de amparo, orgánica de los artículos 101 y 102 
de la Constitución, haciendo las reformas que la experiencia 
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aconseje como más convenientes, es una medida de notoria 
importancia y será uñ gran beneficio para la Nación^ 

Por todo lo expuesto las Comisiones concluyen, some- 
tiendo á la aprobación de la Cámara, el siguiente 



f ROYEerO DE LEY: 



Art. 1? Se autoriza al Ejecutivo de la Unión para hacer 
en la parte publicada del Código de Procedimientos Federa- 
les, las reformas y adiciones que considere necesarias, pudien- 
do dividir y agrupar bajo los títulos que correspondan; en le- 
yes separadas, las disposiciones relativas á la organización de 
los Tribunales Federales y á las del Ministerio Público de la 
Federación. 

Art. 29 Se autoriza, también, al mismo Ejecutivo para 
formar y expedir el Código de Procedimientos Penales de la 
Federación. 

Art. 39 El Ejecutivo en el término de un año dará cuen- 
ta del uso que hubiere hecho de la autorización que le da el 
presente decreto. 

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados del Con- 
greso General. 

México, Abril 30 de 1906.— Guillermo Obregán. — A. 
González de León, — Alonso Mariscal y Pifia. — José R. 
Aspe. 

Al margen: Mayo 2 de 190é.— Primera lectura é imprí- 
mase. — Luchichiy D. S. 

Es copia: México, Mayo 2 de 1906. 

OFICIAL MAYOR. 



Digitized by 



Google 



L 



Digitized by 



Google 






i 


■ / 


t 


• ".-' 


t 


- * 








■'\ 


i 


■• 




^ ' '.1 




1 




M 




"^ 




^ V 




•'^ 




,N 




:l 




^^ 








^ , 1 








. -,' 


\ 


- Z' *• 
















" t -»í 




'\^ 




■ "Ü 


, - 














vjl^B^B 


* 


•li^^^^^^^l 


'- 


^^Ü 




-r^l 




\^][^^BI 


Digitizedby VJ O OQ ' 


"■^vr 




iá^^í 



Digitized by 



Google 



Digitized by 



Google 




Digitized by 



Google 



.íízeci by Vj( 



